
El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DERECHO DE PETICIÓN / LE ES APLICABLE EL PRINCIPIO DE INMEDIATEZ / TÉRMINO RAZONABLE / CAUSAS QUE JUSTIFICAN LA TARDANZA.
Acude en esta oportunidad la señora Gloria Inés Hernández, en procura de la protección del derecho fundamental de petición, bajo la premisa principal de que las autoridades convocadas, no han emitido respuesta un petitorio que radicó desde el 26 de septiembre del 2016. 

El Juzgado de primer grado, en atención al prolongado tiempo que transcurrió entre la radicación del petitorio y la acción de tutela, echó de menos el presupuesto de la inmediatez y entonces declaró la improcedencia de la protección. Y con ese razonamiento coincide la Sala. (…)
Sobre el tema la Corte Constitucional ha enseñado que si bien la acción de tutela no tiene previsto un término de caducidad o de prescripción, por su naturaleza misma, es decir, por envolver la necesidad de una protección inmediata ante la presencia de la agresión inminente de un derecho, con esa misma prontitud, o al menos en un tiempo prudencial, debe procurarse la protección que esta especial vía ofrece. (…)
Puestas de esta manera las cosas y descendiendo al caso concreto, partiendo de la premisa que el témino que se estima razonable para la invocación de una demanda de esta naturaleza, en principio es de seis meses, se concluye, sin mayores disquisiciones, que el mencionado principio se encuentra insatisfecho, pues como puede verse, han trascurrido casi tres años desde octubre del año 2016, cuando se materializó la conculcación del derecho de petición radicado el 26 de septiembre de ese año, y el 17 de septiembre del año corriente. 

Pero además: (i) Ninguna razón válida presentó la accionante para justificar la tardanza, ni en la primigenia demanda, ni en la impugnación, donde sin motivación fáctica, solo jurídica, se sustrajo insistir en que debía superarse el presupuesto, cuando lo propio hubiera sido revelar cuáles fueron las causas de la demora…
SALVAMENTO DE VOTO: DOCTORA CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS

La mayoría de mis compañeros consideró que en este caso se superó el lapso razonable con que disponía la actora para formular la acción de tutela, a efecto de proteger su derecho de petición y que por ende, resultaba improcedente al no satisfacerse el presupuesto de inmediatez.

No estoy de acuerdo con esa conclusión porque aunque era del criterio de que efectivamente en casos en los que se alegara la vulneración del citado derecho, era necesario aplicar las reglas que rigen el principio de inmediatez, a partir de la sentencia de tutela del 26 de octubre de 2018 , varié esa posición para fijar otra, con fundamento en jurisprudencia  de la Corte Constitucional, según la cual ese requisito es inoponible cuando la vulneración del derecho de petición se mantiene vigente por la falta de contestación…

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL 

           SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA 

Magistrado: Jaime Alberto Saraza Naranjo

Pereira, noviembre catorce del dos mil diecinueve  
Expediente 66001-31-03-001-2019-00258-01
Acta N° 573 del 14 de noviembre del 2019   
Procede la Sala a decidir la impugnación formulada contra la sentencia dictada el 30 de septiembre del 2019, proferida por el Juzgado Segundo Civil del Circuito de Pereira, en la presente acción de tutela promovida por Gloria Inés Hernández contra el Ministerio de Educación Nacional, la Secretaría de Educación de Dosquebradas, el Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio y la Fiduprevisora S.A.
ANTECEDENTES

  



Con el fin de lograr la protección de su derecho fundamental de petición, la demandante, por conducto de apoderado judicial, accionó contra las autoridades que acaban de citarse. 




Expuso, en síntesis, que inició y llevó hasta su terminación ante un Juzgado Administrativo un proceso de nulidad y restablecimiento del derecho, para la debida liquidación de la pensión de jubilación, donde obtuvo un fallo favorable en primera y segunda instancia. 




Que el 26 de septiembre del año 2016, radicó un derecho de petición dirigido al Ministerio de Educación Nacional – Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio – Fiduprevisora S.A., en el que solicitó que se expidiera el acto administrativo por medio del cual se reconozca lo ordenado en el citado fallo judicial.  




A la fecha de presentación de esta demanda, no se ha dado contestación al petitorio. 

  



Pidió, en consecuencia, ordenar a las accionadas contestar de fondo la petición y expedir el acto administrativo en el que se reconozca el derecho estipulado en la sentencia que citó. 

  



En primera instancia se dispuso dar trámite a la tutela contra las entidades ya mencionadas, con auto del 19 de septiembre anterior (f. 9, c. 1).
La Secretaria de Educación de Dosquebradas adujo que, en efecto recibió el petitorio el 26 de septiembre del año 2016, pero que es un ente netamente tramitador en relación con los procesos prestacionales del Fomag y la Fiduprevisora S.A., por ello remitió la solicitud a la fiduciaria según los parámetros del artículo 4° del Decreto 2831 del 2005. Hizo énfasis en que es la entidad fiduciaria la encargada de aprobar o no el pago reclamado (f. 15, c. 1).  

Sobrevino el fallo que ahora se revisa que declaró la improcedencia de la protección, en consideración a que carece del presupuesto de la inmediatez, si bien la petición fue radicada desde hace más de 3 años (f. 21, c. 1).  
Impugnó el demandante quien, con fundamento en precedente de esta Corporación
, indicó que en este tipo de casos, debe darse por superada la inmediatez, y en consecuencia conceder el resguardo (f. 27, c. 1). 
CONSIDERACIONES

Desde 1991, con la entrada en vigencia de la Constitución Política, el constituyente incluyó en el derecho positivo nacional la acción de tutela como un mecanismo preferente y sumario destinado a la protección de los derechos fundamentales de las personas, por parte de los jueces, cuando quiera que ellos se hallen amenazados o vulnerados por la acción o la omisión de una autoridad, o de un particular en ciertos eventos. 

  



Acude en esta oportunidad la señora Gloria Inés Hernández, en procura de la protección del derecho fundamental de petición, bajo la premisa principal de que las autoridades convocadas, no han emitido respuesta un petitorio que radicó desde el 26 de septiembre del 2016. 

  



El Juzgado de primer grado, en atención al prolongado tiempo que transcurrió entre la radicación del petitorio y la acción de tutela, echó de menos el presupuesto de la inmediatez y entonces declaró la improcedencia de la protección. 





Y con ese razonamiento coincide la Sala.





De entrada así se afirma, porque ninguna de las circunstancias que rodean el caso concreto, persuade a la Sala de flexibilizar la inmediatez que aquí de sobra se superó. 





Sobre el tema la Corte Constitucional ha enseñado que si bien la acción de tutela no tiene previsto un término de caducidad o de prescripción, por su naturaleza misma, es decir, por envolver la necesidad de una protección inmediata ante la presencia de la agresión inminente de un derecho, con esa misma prontitud, o al menos en un tiempo prudencial, debe procurarse la protección que esta especial vía ofrece.
 





Por lo dicho es que en la sentencia SU 108 del 2018, la alta Corporación explicó. 




“(…) [D]ebe existir una correlación entre el elemento de inmediatez, que es consustancial a la acción de tutela, y el deber de interponer este recurso judicial en un término justo y oportuno, es decir, que la acción deberá ser interpuesta dentro de un término razonable desde el momento en el que se presentó el hecho u omisión generadora de la vulneración
”





Es por ello que se entiende que en los casos en los que el accionante interpone la acción de tutela mucho tiempo después del hecho u omisión que genera la vulneración a sus derechos fundamentales, se desvirtúa su carácter urgente y altera la posibilidad del juez constitucional de tomar una decisión que permita la solución inmediata ante la situación vulneratoria de sus derechos fundamentales.” (Se destaca).
Claro que, como se anticipó, habrá casos de excepción, pero ello ocurrirá:

“(…) en el evento en el que (i) el accionante presente razones válidas para su tardanza en presentar la acción constitucional, (ii) que a pesar del paso del tiempo, la vulneración o amenaza de los derechos fundamentales continúe y sea actual o (iii) que la exigencia de la interposición de la acción en un término razonable resulte desproporcionada, dadas las circunstancias de debilidad manifiesta en la que se encuentra el accionante, la acción será procedente a pesar de la mencionada tardanza en la interposición del recurso de amparo.”

Ya antes, en la sentencia T-1148 de 2005, frente al derecho de petición concretamente, había confirmado la negativa del resguardo constitucional, por considerar que: 

“Conforme con lo anterior, la peticionaria estaba legitimada para reclamar, por vía de la acción de tutela, el amparo de su derecho fundamental de petición a partir del 3 de noviembre de 2003, día hábil siguiente al vencimiento para CAJANAL del término legal previsto para dar una respuesta preliminar sobre el petitum que le fuera formulado.

 

  
De esta manera, llama la atención de esta Sala que la Señora… haya dejado transcurrir 1 año, 7 meses y 15 días entre el momento en que se configuró el agravio en su contra y el momento en que reclamó su protección judicial, sin que durante este lapso temporal haya emprendido ninguna actuación tendiente a lograr su cesación definitiva y sin que formulara, en su libelo, ningún argumento tendiente a justificar dicha inactividad.

 

  
Así, atendiendo a la jurisprudencia de esta Corporación sobre el principio de inmediatez como presupuesto procesal de la acción de tutela, resulta claro que, tal como lo considerara el Juez de Instancia, en el caso bajo estudio no se observó el plazo razonable para reclamar la protección del Juez Constitucional.

 

   En este orden de ideas, la protección que aquí se invoca ha perdido sus atributos de actualidad y urgencia, con lo cual ha quedado desnaturalizada.” 

Otro tanto ha dicho la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia; en una ocasión, en la que también estaba de por medio el derecho de petición, señaló que
: 

Según se ha sostenido de manera reiterada por la jurisprudencia de esta Sala, para que proceda la acción de tutela debe acreditarse la vulneración o amenaza a un derecho fundamental, para la cual el actor no cuente o no haya contado con un mecanismo judicial de defensa
, y frente a la cual el peticionario haya actuado con la urgencia que amerita el caso, dentro de un término razonable de inmediatez
.





Puestas de esta manera las cosas y descendiendo al caso concreto, partiendo de la premisa que el témino que se estima razonable para la invocación de una demanda de esta naturaleza, en principio es de seis meses, se concluye, sin mayores disquisiciones, que el mencionado principio se encuentra insatisfecho, pues como puede verse, han trascurrido casi tres años desde octubre del año 2016, cuando se materializó la conculcación del derecho de petición radicado el 26 de septiembre de ese año, y el 17 de septiembre del año corriente. 





Pero además:





(i) Ninguna razón válida presentó la accionante para justificar la tardanza, ni en la primigenia demanda, ni en la impugnación, donde sin motivación fáctica, solo jurídica, se sustrajo insistir en que debía superarse el presupuesto, cuando lo propio hubiera sido revelar cuáles fueron las causas de la demora, cuales pudieron ser “(a) la ocurrencia de un evento que constituya fuerza mayor o caso fortuito, (b) la incapacidad o imposibilidad del actor para interponer la tutela en un término razonable, o (c) que sobrevenga un hecho nuevo que cambie de manera drástica las circunstancias del caso concreto”.





(ii) Sin tener en cuenta la falta de respuesta al petitorio, conculcación frente a la cual, como viene siendo dicho, se desvirtuó el carácter de urgencia que se requiere para que el juez constitucional tome alguna decisión para su protección, nada se insinuó y menos se acreditó, sobre la transgresión de otras prerrogativas fundamentales, como el mínimo vital  o la seguridad social, derivada del silencio de las autoridades frente al derecho de petición radicado desde el año del 2016; es decir, ninguna situación actual desfavorable se expuso como consecuencia de la añeja omisión de dar contestación. 




(iii) Y por último, la demandante no se reporta como una persona de especial protección constitucional, ni expuso motivos de los cuales se colija que se encuentra en una situación de debilidad manifiesta que le imponga a la judicatura flexibilizar el análisis de procedencia de la demanda. 




Lo expuesto en este fallo, es doctrina sostenida de tiempo atrás por esta Sala de Decisión
 y la Sala No. 6 de Asuntos Penales para Adolescentes
, y en ese sentido se aparta de la tesis de la que se hace gala en el fallo en el que afinca sus pretensiones la accionante, que sostiene que el requisito de inmediatez es inoponible cuando la vulneración del derecho de petición se mantiene vigente por la falta de contestación.   




Trasunto de lo expuesto viene la confirmación de lo decidido en primera instancia, comoquiera que la acción impetrada deviene improcedente.

DECISIÓN

Por lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal  Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la Republica de Colombia y por autoridad de la ley, CONFIRMA la sentencia proferida el 30 de septiembre del 2019, por el Juzgado Segundo Civil del Circuito de Pereira, en la presente acción de tutela iniciada por Gloria Inés Hernández contra el Ministerio de Educación Nacional, la Secretaría de Educación de Dosquebradas, el Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio y la Fiduprevisora S.A.
   



Notifíquese esta decisión a las partes y demás interesados, en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992; oportunamente remítase el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión. 

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS


DUBERNEY GRISALES HERRERA

Salvamento de voto
Pereira, noviembre 18 de 2019

SALVAMENTO DE VOTO

Magistrado Ponente:
Jaime Alberto Saraza Naranjo

Proceso:

tutela 

Demandante:

Gloria Inés Hernández 

Demandado:

Fiduciaria La Previsora S.A. y otros

Expediente No.
66001-31-03-002-2019-00258-01

A continuación expongo las razones por las que me aparté de la sentencia proferida por esta Sala, el pasado 14 de noviembre.

La mayoría de mis compañeros consideró que en este caso se superó el lapso razonable con que disponía la actora para formular la acción de tutela, a efecto de proteger su derecho de petición y que por ende, resultaba improcedente al no satisfacerse el presupuesto de inmediatez.

No estoy de acuerdo con esa conclusión porque aunque era del criterio de que efectivamente en casos en los que se alegara la vulneración del citado derecho, era necesario aplicar las reglas que rigen el principio de inmediatez, a partir de la sentencia de tutela del 26 de octubre de 2018
, varié esa posición para fijar otra, con fundamento en jurisprudencia  de la Corte Constitucional, según la cual ese requisito es inoponible cuando la vulneración del derecho de petición se mantiene vigente por la falta de contestación, las que me permito transcribir: 

 “De esta manera, teniendo en cuenta que la acción de tutela fue presentada en agosto dos (2) de dos mil cinco (2005), observa esta Sala que el Señor Varela dejó transcurrir un lapso de un año y un mes entre el momento en que se configuró el agravio en su contra y el momento en que reclamó su protección judicial, sin que durante este lapso temporal haya emprendido ninguna actuación tendiente a lograr su cesación definitiva y sin que formulara, en su libelo, ningún argumento tendiente a justificar dicha inactividad.
 
Tal proceder, en principio, conllevaría la no prosperidad de sus pretensiones por el desconocimiento del plazo razonable para requerir su amparo judicial, pero en razón de que el mismo no vulnera derechos de terceros ni tampoco desnaturaliza la presente acción de tutela por persistir la vulneración del derecho fundamental invocado al igual que la necesidad de su amparo, se concluye entonces que no están presentes en este caso los elementos necesarios para que se configure tal figura jurídico procesal y, en consecuencia, se debe considerar oportuna la formulación de la presente demanda y proceder a su análisis sustantivo.”

También sirvió como sustento a mi cambio de criterio, la siguiente sentencia de la misma Corporación:

“Como se observa de lo expuesto y conforme a lo señalado en el punto 2.1.3 de esta providencia, en el caso bajo examen se cumple con el principio de inmediatez, pues la vulneración del derecho de petición de la accionante ha perdurado en el tiempo, sin que hasta el momento se haya dado respuesta a la solicitud de sustitución pensional radicada el 11 de octubre de 2007…”

Este criterio fue reiterado por esta Sala en sentencia de tutela del 22 de julio de 2019
.

Estimo que en este caso no puede aplicarse como precedente el consignado en la sentencia T-108 de 2018, citado en la providencia de la que me aparto, porque en él la Corte Constitucional estudió asunto distinto, en el que no se invocó como lesionado el derecho de petición, sino el mínimo vital, la seguridad social y la igualdad, que consideraba vulnerados el demandado por la negativa de la entidad bancaria accionada en acceder a su petición de reconocimiento y pago de la indexación de la pensión sanción que le fue reconocida por el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Barranquilla en sentencia del 31 de agosto de 2009, casada parcialmente por la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia en sentencia proferida el 14 de junio de 2011.
 

Tampoco aquel a que se refiere la sentencia T-1148 de 2005, que es anterior a las de la Corte Constitucional, que trascribo en este documento.
Dejo así consignados los argumentos por los que me separé del fallo de segunda instancia.

Atentamente,

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS

Magistrada

� TSP. SCF. Sentencia del 22 de julio del 2019, Expediente No. 66001-31-10-004-2019-00267-01 M.P. Claudia María Arcila Ríos.


� Sentencia T-172-de 2013


� Ver: Sentencias SU 961 de 1999, SU 298 de 2015 y SU 391 de 2016.


� También es extracto de la SU 108 del 2018


� Sentencia, mayo 13 de 2011, radicado 05001-22-03-000-2011-00176-01, M.P. William Namén Vargas.


� Ver entre muchas otras, las sentencias de 22 de febrero de 2010, Exp. 76001-22-03-000-2009-00429-01 y 11001-22-03-000-2009-01902-01; y de 18 de febrero de 2010, Exp. 76001-22-03-000-2009-00430-01.


� Ver las sentencias de esta Sala de 15 de febrero de 2010, Exp. 73001-22-13-000-2009-00459-01; de 18 de febrero de 2010, Exp. 20001-22-14-000-2009-00127-01, entre muchas otras


� También es extracto de la SU 108 del 2018


� Exp. 66001-31-03-005-2018-00141-01 Sentencia del 10 de mayo del 2018, M.P. Jaime Alberto Saraza Naranjo. 


� Exp. 66001-31-18-001-2019-0039-01 Sentencia del 19 de junio del 2019. M.P. Jaime Alberto Saraza Naranjo.


� Expediente No. 66170-31-03-001-2018-00033-02


� Sentencia T-235 de 2006, M. P. Jaime Araújo Rentería


� Sentencia T-832 de 2012, M. P. Luis Guillermo Guerrero Pérez. Línea de pensamiento que se mantiene en la sentencia T-556 de 2013 con ponencia de ese mismo Magistrado


� Expediente No. 66001-31-10-004-2019-00267-01
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